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INFORME SOBRE EL ARTICULADO DE LA MODIFICACIÓN RÉGIMEN DE CLASES 
PASIVAS - Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes 
complementarias para apoyar la economía y el empleo. 

 
MODIFICACIONES SOBRE EL RÉGIMEN DE CLASES PASIVAS DEL ESTADO 
PRODUCIDAS POR EL RDL 15/2020, en su DISPOSICIÓN ADICIONAL OCTAVA: 
 
Por medio de esta Disposición Adicional se otorgan diversas competencias a Dirección 
General de Ordenación de la Seguridad Social, en el reconocimiento prestaciones, 

entre otras las pensiones extraordinarias causadas por actos de terrorismo, el 
reconocimiento de obligación y propuesta de pago de las prestaciones a los afectados por 
el Virus de Inmunodeficiencia Humana, gestión de las prestaciones de ayudas y asistencia 
a las víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual, las prestaciones del Fondo de 
Garantía del Pago de Alimentos, fallecidos de la guerra civil, mutilados de la zona 
republicana, mutilados civiles de guerra, obligación y propuesta de pago de las pensiones la 
Dirección General de Costes de Personal con cargo a la sección 07 –costes de personal de 
clases pasivas-, y reconocimiento de obligación y propuesta de pago de las pensiones 
extraordinarias motivadas por acto de terrorismo. 
 
 
Disposición adicional octava. Gestión por la Dirección General de Ordenación de la 

Seguridad Social de determinadas prestaciones públicas. Con entrada en vigor en la fecha 
que se determine en el Real decreto por el que se desarrolla la estructura orgánica básica 
del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, la Dirección General de 
Ordenación de la Seguridad Social asumirá las siguientes competencias en las prestaciones 
reguladas en las normas que a continuación se relacionan, sin perjuicio de la competencia 
que corresponda a otros órganos de la administración en la realización de trámites 
necesarios para la debida gestión de estas prestaciones:  
 
1. Las contempladas en el título II del Real Decreto 851/1992, de 10 de julio, por el que se 
regulan determinadas pensiones extraordinarias causadas por actos de terrorismo.  
2. El reconocimiento de obligación y propuesta de pago de las prestaciones recogidas en 
los párrafos del artículo 7.1.b) del Real Decreto-ley 9/1993, de 28 de mayo, por el que se 
conceden ayudas a los afectados por el Virus de Inmunodeficiencia Humana (VIH) como 
consecuencia de actuaciones realizadas en el sistema sanitario público.  
3. La gestión de las prestaciones contempladas en la Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de 
ayudas y asistencia a las víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual.  
4. La gestión de las prestaciones reguladas en el Real Decreto 1618/2007, de 7 de 
diciembre, sobre organización y funcionamiento del Fondo de Garantía del Pago de 
Alimentos.  
5.La gestión de las prestaciones reguladas en la Ley 5/1979, de 18 de septiembre, sobre 
reconocimiento de pensiones, asistencia médico-farmacéutica y asistencia social en favor 
de las viudas, y demás familiares de los españoles fallecidos como consecuencia o con 
ocasión de la pasada guerra civil.  
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6. La gestión de las prestaciones reguladas en la Ley 35/1980, de 26 de junio, sobre 
pensiones a los mutilados excombatientes de la zona republicana.  
7. La gestión de las prestaciones reguladas en la Ley 37/1984, de 22 de octubre, de 
reconocimiento de derechos y servicios prestados a quienes durante la guerra civil formaron 
parte de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden Público y Cuerpo de Carabineros de la 
República.  
8. La gestión de las prestaciones reguladas en el Decreto 670/1976, de 5 de marzo, por el 
que se regulan pensiones a favor de los españoles que habiendo sufrido mutilación a causa 
de la pasada contienda no puedan integrarse en el Cuerpo de Caballeros Mutilados de 
Guerra por la Patria. 
9. La gestión de las prestaciones reguladas en la Ley 6/1982, de 29 de marzo, de pensiones 
a los mutilados civiles de guerra.  
10. El reconocimiento de obligación y propuesta de pago de las pensiones cuya propuesta 
de pago viene realizando, hasta la fecha de entrada en vigor de esta norma, la Dirección 
General de Costes de Personal con cargo a la sección 07.  
11. El reconocimiento de obligación y propuesta de pago del capital coste de las pensiones 
extraordinarias por terrorismo previstas en el Real Decreto 1576/1990, de 7 de diciembre, 
por el que se regula la concesión en el sistema de la Seguridad Social de pensiones 
extraordinarias motivadas por acto de terrorismo. 
 
 
MODIFICACIONES SOBRE EL RÉGIMEN DE CLASES PASIVAS DEL ESTADO 
PRODUCIDAS POR EL RDL 15/2020, en su DISPOSICIÓN TRANSITORIA SEGUNDA.- 
 
En esta D.T. se acuerda la asunción de la gestión de las prestaciones del Régimen de 
Clases Pasivas por el Instituto Nacional de la Seguridad Social y provisionalmente 
esta gestión será ejercida por la Dirección General de Ordenación de la Seguridad 
Social. 
 
 
Viene así regulado en la Disposición transitoria segunda. Régimen transitorio en la 
gestión del Régimen de Clases Pasivas.  

 
1. De forma inmediata y una vez aprobado el real decreto de estructura del Ministerio de 
Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, se iniciarán los trámites para la adaptación de la 
gestión administrativa, contable, presupuestaria y financiera que permitan la asunción de la 
gestión de las prestaciones del Régimen de Clases Pasivas por el Instituto Nacional de la 
Seguridad Social. En tanto no culmine este proceso de adaptación, esta gestión será 
ejercida por la Dirección General de Ordenación de la Seguridad Social. Hasta esa fecha, 
toda referencia hecha en el texto refundido de la Ley de Clases Pasivas del Estado al 
Instituto Nacional de la Seguridad Social se entenderá referida a la Dirección General de 
Ordenación de la Seguridad Social. Asimismo, y hasta que se produzca la asunción de la 
gestión por el Instituto Nacional de la Seguridad Social, corresponderá a la Dirección 
General de Ordenación de la Seguridad Social la aprobación y compromiso del gasto, así 
como el reconocimiento de las obligaciones y propuesta de los pagos de las pensiones del 
Régimen de Clases Pasivas del Estado, así como interesar del Ordenador General de 
Pagos del Estado la realización de los correspondientes pagos.  
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2. La ordenación del pago y las funciones de pago material de estas prestaciones que 
correspondan a la Tesorería General de la Seguridad Social serán realizadas durante este 
periodo transitorio por la Dirección General del Tesoro y Política Financiera del Ministerio de 
Asuntos Económicos y Transformación Digital.  
3. El reintegro de las prestaciones indebidamente percibidas se reclamará, durante el 
periodo transitorio, por la Dirección General de Ordenación de la Seguridad Social de 
acuerdo con lo dispuesto en el Real Decreto 1134/1997, de 11 de julio, por el que se regula 
el procedimiento de reintegro de percepciones indebidas y otras normas en materia de 
clases pasivas.  
4. Durante el citado periodo transitorio, toda reclamación económica en relación con el 
referido Régimen será competencia de la Dirección General de Ordenación de la Seguridad 
Social y del Tesoro Público. 5. A los procedimientos iniciados en la Dirección General de 
Personal del Ministerio de Defensa en la fecha que se determine en el Real decreto por el 
que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social 
y Migraciones, no les será de aplicación lo previsto en este real decreto-ley, rigiéndose por 
la normativa anterior 
 
 
MODIFICACIONES SOBRE EL RÉGIMEN DE CLASES PASIVAS DEL ESTADO 
PRODUCIDAS POR EL RDL 15/2020, en su DISPOSICIÓN FINAL PRIMERA.- 

 
En esta D.F., se acuerdan una serie de modificaciones en el texto refundido de la Ley 
de Clases Pasivas del Estado, aprobado por el Real Decreto Legislativo 670/1987, de 30 
de abril, con efectos de la fecha que se desarrolle la estructura orgánica básica del 
Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, que vamos a intentar resumir, 
dada su complejidad y extensión. 
Resumen de las modificaciones del régimen de clases pasivas que se concretan en esta 
Disposición final: 
 
1.- Se sustituye la consulta a la Abogacía del Estado y la habilitación a la Dirección 
General de Costes de Personal y Pensiones Públicas para dictar las instrucciones, por la 
consulta, en su caso, al Servicio Jurídico de la Administración de la Seguridad Social y 
la habilitación a la Dirección General de Ordenación de la Seguridad Social para dictar 
las instrucciones que, a tal efecto, resultaran precisas.  
 
Esto viene recogido en la Disposición final primera. Modificación del texto refundido de 
la Ley de Clases Pasivas del Estado, aprobado por el Real Decreto Legislativo 670/1987, 
de 30 de abril. Con entrada en vigor en la fecha que se determine en el real decreto por el 
que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social 
y Migraciones, el texto refundido de la Ley de Clases Pasivas del Estado, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 670/1987, de 30 de abril, queda modificado como sigue:  
 
Punto Uno. El apartado 2 del artículo 8 queda redactado del siguiente modo: «2. Cuando 
fallezca el beneficiario de alguna prestación de Clases Pasivas del Estado, los haberes en 
que esta se concreta, devengados y no percibidos, se abonarán a los herederos por 
derecho civil, a instancia de parte legítima. El ejercicio de la acción por uno de los 
herederos redundará en beneficio de los demás que pudieran existir. En el supuesto de que 
aquellos haberes hubieran sido devengados, y percibidos por el interesado o por la 
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comunidad hereditaria, no procederá la solicitud de reintegro por los servicios de Clases 
Pasivas. La resolución sobre haberes devengados a que se refiere el párrafo anterior se 
adoptará por los correspondientes servicios de Clases Pasivas teniendo en cuenta tanto la 
documentación que, en su caso, pudiera ser aportada por el heredero, o herederos, como la 
obrante en dichos servicios, sin que sea necesaria, salvo que por los mismos se estime 
oportuno, la consulta al Servicio Jurídico de la Administración de la Seguridad Social, 
quedando habilitada la Dirección General de Ordenación de la Seguridad Social para dictar 
las instrucciones que, a tal efecto, resultaran precisas».  
 
Anterior redacción del punto 2 del Artículo 8. Sucesión en el ejercicio. 

 
2. Cuando fallezca el beneficiario de alguna prestación de Clases Pasivas del Estado, los 
haberes en que ésta se concreta, devengados y no percibidos, se abonarán a los herederos 
por derecho civil, a instancia de parte legítima. El ejercicio de la acción por uno de los 
herederos redundará en beneficio de los demás que pudieran existir. En el supuesto de que 
aquellos haberes hubieran sido devengados, y percibidos por el interesado o por la 
comunidad hereditaria, no procederá la solicitud de reintegro por los servicios de Clases 
Pasivas. La resolución sobre haberes devengados a que se refiere el párrafo anterior se 
abonará por los correspondientes servicios de Clases Pasivas teniendo en cuenta tanto la 
documentación que, en su caso, pudiera ser aportada por el heredero, o herederos, como la 
obrante en dichos servicios, sin que sea necesaria, salvo que por los mismos se estime 
oportuno, la consulta a la Abogacía del Estado, quedando habilitada la Dirección General de 
Costes de Personal y Pensiones Públicas para dictar las instrucciones que, a tal efecto, 
resultaran precisas 
 
 
2.- Se sustituye la referencia a la Dirección General de Costes de Personal y 
Pensiones Públicas del Ministerio de Economía y Hacienda y se atribuyen sus 
competencias al Instituto Nacional de la Seguridad Social y se suprimen dos puntos. 
 
Esto viene recogido en la Disposición final primera punto Dos. El artículo 11 queda 
redactado del siguiente modo:  
 
«Artículo 11. Competencia para el reconocimiento de derechos pasivos y la concesión de 
las prestaciones de Clases Pasivas del Estado.  
1. El reconocimiento de derechos pasivos y la concesión de las prestaciones de Clases 
Pasivas causadas en su favor o en el de sus familiares por el personal a que se refiere el 
artículo 3.1 de este texto corresponde al Instituto Nacional de la Seguridad Social.  
2. Las competencias mencionadas en este precepto se entenderán sin perjuicio de las 
funciones que en la materia corresponda ejercer a los Servicios Jurídicos, Fiscales o 
Intervenciones Delegadas correspondientes».  
 
Anterior redacción de este artículo 11:  
 
Artículo 11. Competencia para el reconocimiento de derechos pasivos y la concesión de las 
prestaciones de Clases Pasivas del Estado.  
1. El reconocimiento de derechos pasivos y la concesión de las prestaciones de Clases 
Pasivas causadas en su favor o en el de sus familiares por el personal a que se refiere el 
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número 1 del artículo 3.° de este texto corresponde a la Dirección General de Costes de 
Personal y Pensiones Públicas del Ministerio de Economía y Hacienda, excepción hecha 
del personal militar que se menciona en el siguiente número.  
2. El reconocimiento de derechos pasivos y la concesión de las prestaciones de Clases 
Pasivas causadas por militares profesionales, sean o no de carrera, y por personal militar 
de las Escalas de Complemento y Reserva Naval y por personal que estuviera prestando el 
servicio militar en cualquiera de sus formas corresponde al Consejo Supremo de Justicia 
Militar.  
3. El reconocimiento de derechos pasivos y la concesión de las prestaciones causadas por 
personal comprendido en el número 1 del artículo 3.° de este texto que hayan prestado 
servicios de carácter civil y militar, corresponderá a la Dirección General de Costes de 
Personal y Pensiones Públicas o al Consejo Supremo de Justicia Militar según la naturaleza 
de los últimos servicios prestados al Estado por dicho personal y con independencia de la 
extensión temporal de unos y otros, sin perjuicio de lo dispuesto en la disposición transitoria 
cuarta de este texto.  
4. Las competencias mencionadas en este precepto se entenderán sin perjuicio de las 
funciones que en la materia corresponda ejercer a los Servicios Jurídicos, Fiscales o 
Intervenciones Delegadas correspondientes. 
 
 
3.- Se atribuyen las competencias para la gestión, administración, reconocimiento de 
obligaciones y pago de las prestaciones de Clases Pasivas al Instituto Nacional de la 
Seguridad Social y se suprimen las competencias de la Dirección General de Costes 
de Personal y Pensiones Públicas y del Director General del Tesoro y Política 
Financiera del Ministerio de Economía y Hacienda. 
 
 
Esto viene recogido en la Disposición final primera punto Tres. El artículo 11 queda 

redactado del siguiente modo:  
 
Tres. El artículo 12 queda redactado del siguiente modo: «Artículo 12. Competencia para el 
pago de las prestaciones de Clases Pasivas del Estado.  
1. El Instituto Nacional de la Seguridad Social es la entidad gestora competente para la 
realización de las funciones inherentes al reconocimiento de las obligaciones y propuesta 
de los pagos de todas las prestaciones de Clases Pasivas.  
2. Corresponde al Instituto Nacional de la Seguridad Social la administración y disposición 
de los créditos para prestaciones de Clases Pasivas.  
3. La ordenación del pago de las prestaciones de Clases Pasivas y el pago material de las 
mismas corresponde a la Tesorería General de la Seguridad Social.  
4. La realización de las funciones de pago material de dichas prestaciones es competencia 
de la Tesorería General de la Seguridad Social».  
 
 
Anterior redacción del artículo 12: 

 
Artículo 12. Competencia para el pago de las prestaciones de Clases Pasivas del Estado.  
1. La Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas del Ministerio de 
Economía y Hacienda es el órgano competente para la realización de las funciones 
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inherentes al reconocimiento de las obligaciones y propuesta de los pagos de todas las 
prestaciones de Clases Pasivas, sin perjuicio de que dichas competencias puedan ser 
delegadas, por razones organizativas, en las Delegaciones de Economía y Hacienda.  
 
2. Asimismo corresponde a la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones 
Públicas la administración y disposición de los créditos que figuren en la Sección de Clases 
Pasivas del Presupuesto de Gastos del Estado.  
 
3. La ordenación del pago de las prestaciones de Clases Pasivas corresponde al Director 
General del Tesoro y Política Financiera del Ministerio de Economía y Hacienda, que tiene 
atribuidas las funciones de Ordenador General de pagos del Estado por la normativa 
general presupuestaria.  
 
4. La realización de las funciones de pago material de dichas prestaciones es competencia 
de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera. 
 
 
 
4.- Se atribuye la competencia exclusiva para el cómputo de los servicios prestados al 
Estado al Instituto Nacional de la Seguridad Social. 

 
Esto viene recogido en la Disposición final primera punto Cuatro.  

 
El apartado 3 del artículo 13 queda redactado del siguiente modo: «3. El cómputo a efectos 
del Régimen de Clases Pasivas de los servicios reconocidos por los órganos y entidades 
mencionados es de la competencia exclusiva del Instituto Nacional de la Seguridad Social».  
 
Anterior redacción de este apartado: 

 
3. El cómputo a efectos del Régimen de Clases Pasivas de los servicios reconocidos por los 
órganos y Entidades mencionados es de la competencia exclusiva de la Dirección General 
de Costes de Personal y Pensiones Públicas o del Consejo Supremo de Justicia Militar, 
según se trate de servicios civiles o militares. 
 
 
5.- Se sustituye la referencia a la Dirección General de Costes de Personal y 
Pensiones Públicas en materia de Clases Pasivas, siendo sustituida por el Instituto 
Nacional de la Seguridad Social, tanto en lo que se refiere a los acuerdos, como ante 

quién se ha de presentar, en su caso, el recurso potestativo de reposición. 
 
Esto viene recogido en la Disposición final primera punto Cinco.  
 
Cinco. Se suprime el apartado 2 del artículo 14, quedando el apartado 3 como apartado 2, y 
se da nueva redacción al apartado 1 en los siguientes términos: 
 
 «1. Los acuerdos del Instituto Nacional de la Seguridad Social en materia de Clases 
Pasivas pondrán fin a la vía administrativa y serán recurribles ante la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa, de conformidad con lo establecido en la Ley 29/1998, de 13 de 
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julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. Con carácter previo a la vía 
contencioso-administrativa podrá interponerse recurso potestativo de reposición ante el 
Instituto Nacional de la Seguridad Social».  
 
Anterior redacción de este artículo 14: 
 
Artículo 14. Revisión de actos administrativos por vía de recurso.  
 
1. Los acuerdos de la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas en 
materia de Clases Pasivas que sean de su competencia, pondrán fin a la vía administrativa 
y serán recurribles ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, de conformidad con lo 
establecido en la Ley 29/1998, de 13 de Julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa. Con carácter previo a la vía contencioso-administrativa podrá interponerse 
recurso potestativo de reposición ante la Dirección General Costes de Personal y Pensiones 
Públicas.  
 
2. Los acuerdos de la Dirección General de Personal del Ministerio de Defensa en materia 
de Clases Pasivas que sean de su competencia a tenor de lo dispuesto en los artículos 
anteriores, serán recurribles, en su caso, por los interesados ante el Ministro de Defensa, 
previamente a la interposición del oportuno recurso contencioso-administrativo.  
 
3. No se reputarán en ningún caso como recursos, las solicitudes de reconocimiento o 
modificación de derechos pasivos que se basen en haber desaparecido la incompatibilidad 
o concurrencia de percepciones o situaciones que hubieran servido de fundamento a una 
resolución denegatoria o limitativa de los mismos, o en la existencia de hechos o derechos 
que no se tuvieron en cuenta o no existían al dictar el acuerdo primitivo, sin perjuicio de las 
reglas que sobre caducidad de los efectos de esos derechos se contienen en este texto. 
 
 
6.- Se sustituye el procedimiento para la reclamación de las cantidades 
indebidamente percibidas por los beneficiarios de las prestaciones de Clases Pasivas 
que deberán reintegrarse en los términos y condiciones previstos en la normativa sobre 
reintegro de prestaciones indebidas del sistema de la Seguridad Social.  
 
Esto viene recogido en la Disposición final primera punto Seis.  
 
El apartado 1 del artículo 16 queda redactado del siguiente modo: «1. Las cantidades 
indebidamente percibidas por los beneficiarios de las prestaciones de Clases Pasivas 
deberán reintegrarse en los términos y condiciones previstos en la normativa sobre 
reintegro de prestaciones indebidas del sistema de la Seguridad Social. No obstante lo 
dispuesto en el párrafo anterior, cuando el perceptor de las cantidades que hubieran 
resultado indebidas continuara siendo beneficiario de la prestación que dio lugar al reintegro 
o de cualquiera otra de clases pasivas, podrá acordarse el pago de la deuda con cargo a las 
sucesivas mensualidades de pensión, en los términos y en la forma que 
reglamentariamente se establezca».  
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Anterior redacción de este apartado: 
 
Artículo 16. Reintegro al Tesoro Público de las cantidades indebidamente percibidas.  
1. Las cantidades indebidamente percibidas por los beneficiarios de las prestaciones de 
Clases Pasivas habrán de reintegrarse al Tesoro por ellos o sus derechohabientes y si no lo 
fuesen serán exigibles por la vía de apremio, sin perjuicio de las responsabilidades de otro 
orden en que hubiera podido incurrirse. No obstante, lo dispuesto en el párrafo anterior, 
cuando el perceptor de las cantidades que hubieran resultado indebidas continuara siendo 
beneficiario de la prestación que dio lugar al reintegro o de cualquiera otra de clases 
pasivas, podrá acordarse el pago de la deuda con cargo a las sucesivas mensualidades de 
pensión, en los términos y en la forma que reglamentariamente se establezca.  
 
 
 
7- Se sustituye la mención del Tesoro público, siendo sustituida por la de la 
Seguridad Social. 
 
 
Esto viene recogido en la Disposición final primera punto Siete.  
 
Siete. Los apartados 2 y 4 del artículo 34 quedan redactados del siguiente modo:  
«2. A estos efectos, la declaración de ausencia legal del causante de los derechos pasivos 
no se considerará determinante de los derechos de sus familiares, que solamente nacerán 
con la declaración de fallecimiento del ausente, acordada de conformidad con lo dispuesto 
en los artículos 193 y siguientes del Código Civil. La fecha de nacimiento de los derechos 
se retrotraerá siempre a la que en la resolución judicial se precise como de fallecimiento, sin 
perjuicio de lo que en punto a prescripción se dice en el artículo 7 de este texto.  
Sin embargo, si el declarado ausente legal fuera perceptor de pensión de jubilación o retiro 
o, el mismo, atendiendo a su edad y al período de servicios efectivos al Estado, tuviera 
derecho a las citadas pensiones de jubilación o retiro, sus familiares podrán acceder a la 
pensión que a ellos hubiera correspondido en caso de fallecimiento del causante.  
Esta pensión será reconocida con carácter provisional desde el día 1 del mes siguiente al 
de la declaración de ausencia legal, a resultas de la de fallecimiento que en su día se 
produzca o, en otro caso, de la presentación del ausente o de la prueba de su existencia.  
Por los pagos así efectuados no procederá formular reclamación alguna al Instituto Nacional 
de la Seguridad Social por parte del declarado ausente legal que después aparezca, sin 
perjuicio del derecho de este último a reclamar las diferencias entre lo abonado a sus 
familiares y lo debido percibir por el mismo y solo en cuanto a las cantidades no prescritas 
por el transcurso del tiempo». «4. No cabrá formular reclamación alguna a la Administración 
de la Seguridad Social por razón de los acuerdos que hubieran podido adoptarse de 
conformidad con la resolución judicial declaratoria del fallecimiento, sin perjuicio de que los 
litigios que puedan surgir entre los interesados se sustancien ante los órganos de la 
jurisdicción ordinaria. Asimismo, no cabrá exigir el reintegro de las cantidades percibidas al 
titular de la pensión concedida en base a la declaración de fallecimiento».  
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Anterior redacción de los apartados 2 y 4 es el siguiente: 
 

2. A estos efectos, la declaración de ausencia legal del causante de los derechos pasivos 
no se considerará determinante de los derechos de sus familiares, que solamente nacerán 
con la declaración de fallecimiento del ausente, acordada de conformidad con lo dispuesto 
en los artículos 193 y siguientes del Código Civil. La fecha de nacimiento de los derechos 
se retrotraerá siempre a la que en la resolución judicial se precise como de fallecimiento, sin 
perjuicio de lo que en punto a prescripción se dice en el artículo 7 de este texto. Sin 
embargo, si el declarado ausente legal fuera perceptor de pensión de jubilación o retiro o, el 
mismo, atendiendo a su edad y al período de servicios efectivos al Estado, tuviera derecho 
a las citadas pensiones de jubilación o retiro, sus familiares podrán acceder a la pensión 
que a ellos hubiera correspondido en caso de fallecimiento del causante. Esta pensión será 
reconocida con carácter provisional desde el día 1 del mes siguiente al de la declaración de 
ausencia legal, a resultas de la de fallecimiento que en su día se produzca o, en otro caso, 
de la presentación del ausente o de la prueba de su existencia. Por los pagos así 
efectuados no procederá formular reclamación alguna al Tesoro Público por parte del 
declarado ausente legal que después aparezca, sin perjuicio del derecho de este último a 
reclamar las diferencias entre lo abonado a sus familiares y lo debido percibir por el mismo 
y sólo en cuanto a las cantidades no prescritas por el transcurso del tiempo. 
4. No cabrá formular reclamación alguna al Tesoro Público por razón de los acuerdos que 
hubieran podido adoptarte de conformidad con la resolución judicial declaratoria del 
fallecimiento, sin perjuicio de que los litigios que puedan surgir entre los interesados se 
sustancien ante los órganos de la jurisdicción ordinaria. Asimismo, no cabrá exigir el 
reintegro de las cantidades percibidas al titular de la pensión concedida en base a la 
declaración de fallecimiento. 
 
8.- Se sustituye la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas por 
el Instituto Nacional de la Seguridad Social.  

 
Esto viene recogido en la Disposición final primera punto Ocho.  

 
Ocho. Los apartados 1 y 3 del artículo 37 ter quedan redactados del siguiente modo:  
«1. Se suspenderá cautelarmente el abono de las prestaciones reconocidas en favor de los 
familiares, cuando recaiga sobre el beneficiario resolución judicial de la que se deriven 
indicios racionales de criminalidad por la comisión de un delito doloso de homicidio en 
cualquiera de sus formas, si la víctima fuera el sujeto causante de la prestación, con efectos 
del día primero del mes siguiente a aquel en que le sea comunicada tal circunstancia. En 
los casos indicados, la suspensión cautelar se mantendrá hasta que recaiga sentencia firme 
u otra resolución firme que ponga fin al procedimiento penal o determine la no culpabilidad 
del beneficiario.  
Si el beneficiario de la prestación fuera finalmente condenado por sentencia firme por la 
comisión del indicado delito, procederá la revisión del reconocimiento y, en su caso, el 
reintegro de las prestaciones percibidas, de acuerdo con lo previsto en el artículo 37 bis. En 
este supuesto, el Instituto Nacional de la Seguridad Social fijará el importe de las pensiones, 
si las hubiere, como si no existiera la persona condenada. Cuando, mediante sentencia o 
resolución judicial firme, finalice el proceso sin la referida condena o se determine la no 
culpabilidad del beneficiario, se rehabilitará el pago de la prestación suspendida con los 
efectos que hubieran procedido de no haberse acordado la suspensión».  
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«3. Durante la suspensión del pago de una prestación acordada conforme a lo previsto en 
este artículo, el Instituto Nacional de la Seguridad Social fijará el importe de las pensiones, 
si las hubiere, como si no existiera la persona contra la que se hubiera dictado la resolución 
a que se refiere el apartado 1. Dicho importe tendrá carácter provisional hasta que se dicte 
la resolución firme que ponga fin al proceso penal. En el caso de archivo de la causa o de 
sentencia firme absolutoria, se procederá al abono de las prestaciones cautelarmente 
suspendidas. No obstante, el beneficiario de la pensión calculada conforme a lo dispuesto 
en el párrafo anterior no vendrá obligado a devolver cantidad alguna».  
 
Anterior redacción de los apartados 1 y 3: 

 
1. La Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas suspenderá 
cautelarmente el abono de las prestaciones reconocidas en favor de los familiares, cuando 
recaiga sobre el beneficiario resolución judicial de la que se deriven indicios racionales de 
criminalidad por la comisión de un delito doloso de homicidio en cualquiera de sus formas, 
si la víctima fuera el sujeto causante de la prestación, con efectos del día primero del mes 
siguiente a aquel en que le sea comunicada tal circunstancia. En los casos indicados, la 
suspensión cautelar se mantendrá hasta que recaiga sentencia firme u otra resolución firme 
que ponga fin al procedimiento penal o determine la no culpabilidad del beneficiario. Si el 
beneficiario de la prestación fuera finalmente condenado por sentencia firme por la comisión 
del indicado delito, procederá la revisión del reconocimiento y, en su caso, el reintegro de 
las prestaciones percibidas, de acuerdo con lo previsto en el artículo 37 bis. En este 
supuesto la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas o la Dirección 
General de Personal del Ministerio de Defensa, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, fijarán el importe de las pensiones, si las hubiere, como si no existiera la 
persona condenada. Cuando, mediante sentencia o resolución judicial firme, finalice el 
proceso sin la referida condena o se determine la no culpabilidad del beneficiario, se 
rehabilitará el pago de la prestación suspendida con los efectos que hubieran procedido de 
no haberse acordado la suspensión. 
3. Durante la suspensión del pago de una prestación acordada conforme a lo previsto en 
este artículo, la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas o la 
Dirección General de Personal del Ministerio de Defensa, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, fijarán el importe de las pensiones, si las hubiere, como si no existiera la 
persona contra la que se hubiera dictado la resolución a que se refiere el apartado 1. Dicho 
importe tendrá carácter provisional hasta que se dicte la resolución firme que ponga fin al 
proceso penal. En el caso de archivo de la causa o de sentencia firme absolutoria, se 
procederá al abono de las prestaciones cautelarmente suspendidas. No obstante, el 
beneficiario de la pensión calculada conforme a lo dispuesto en el párrafo anterior no 
vendrá obligado a devolver cantidad alguna.  
 
 
9.- Se sustituye la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas por 
el Instituto Nacional de la Seguridad Social.  
 
Esto viene recogido en la Disposición final primera punto Nueve.  
 
Nueve. El artículo 37 quater queda redactado del siguiente modo:  
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«Artículo 37 quater. Abono de las pensiones en favor de familiares en determinados 
supuestos. En el caso de que hubiera beneficiarios menores o incapacitados judicialmente, 
cuya patria potestad o tutela estuviera atribuida a una persona contra la que se hubiera 
dictado resolución judicial de la que se deriven indicios racionales de criminalidad o 
sentencia condenatoria firme por la comisión del delito doloso de homicidio en cualquiera de 
sus formas, la pensión no le será abonable a dicha persona. En todo caso, el Instituto 
Nacional de la Seguridad Social pondrá en conocimiento del Ministerio Fiscal la existencia 
de la pensión, así como toda resolución judicial de la que se deriven indicios racionales de 
que una persona que tenga atribuida la patria potestad o tutela es responsable del delito 
doloso de homicidio para que proceda, en su caso, a instar la adopción de las medidas 
oportunas en relación con la persona física o institución tutelar del menor o de la persona 
con la capacidad modificada judicialmente a las que debe abonarse la pensión. Adoptadas 
dichas medidas con motivo de dicha situación procesal, la Administración, cuando así 
proceda, comunicará también al Ministerio Fiscal la resolución por la que se ponga fin al 
proceso penal y la firmeza o no de la resolución judicial en que se acuerde». 
 
  
Anterior redacción del artículo37 quater: 

 
Artículo 37 quáter.  Abono de las pensiones en favor de familiares en determinados 
supuestos. En el caso de que hubiera beneficiarios menores o incapacitados judicialmente, 
cuya patria potestad o tutela estuviera atribuida a una persona contra la que se hubiera 
dictado resolución judicial de la que se deriven indicios racionales de criminalidad o 
sentencia condenatoria firme por la comisión del delito doloso de homicidio en cualquiera de 
sus formas, la pensión no le será abonable a dicha persona. En todo caso, la Dirección 
General de Costes de Personal y Pensiones Públicas pondrá en conocimiento del Ministerio 
Fiscal la existencia de la pensión, así como toda resolución judicial de la que se deriven 
indicios racionales de que una persona que tenga atribuida la patria potestad o tutela es 
responsable del delito doloso de homicidio para que proceda, en su caso, a instar la 
adopción de las medidas oportunas en relación con la persona física o institución tutelar del 
menor o de la persona con la capacidad modificada judicialmente a las que debe abonarse 
la pensión. Adoptadas dichas medidas con motivo de dicha situación procesal, la 
Administración, cuando así proceda, comunicará también al Ministerio Fiscal la resolución 
por la que se ponga fin al proceso penal y la firmeza o no de la resolución judicial en que se 
acuerde. 
 
 
10.- Se sustituye la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas 
por el Instituto Nacional de la Seguridad Social, en la concesión de Pensiones 
extraordinarias. 
 
Esto viene recogido en la Disposición final primera punto Diez.  

 
Diez. El apartado 2 del artículo 47 queda redactado del siguiente modo: «2. Dará origen a 
pensión extraordinaria de jubilación o retiro la incapacidad permanente para el servicio o 
inutilidad del personal comprendido en este capítulo, entendida esta incapacidad en los 
términos expuestos en el artículo 28.2.c), siempre que la misma se produzca, sea por 
accidente o enfermedad, en acto de servicio o como consecuencia del mismo. En caso de 
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la enfermedad causante de la inutilidad, esta deberá constar como adquirida directamente 
en acto de servicio o como consecuencia directa de la naturaleza del servicio 
desempeñado. En todo caso, dicho personal, en cuanto se incapacite o inutilice en acto de 
servicio o como consecuencia del mismo, será declarado jubilado o retirado. La jubilación o 
retiro se declarará por los organismos y entidades mencionados en el precedente artículo 
28.3, siendo de la competencia exclusiva del Instituto Nacional de la Seguridad Social la 
concesión o no de pensión extraordinaria. Todo ello sin perjuicio de la competencia que 
tiene el Ministerio de Defensa en la determinación de la naturaleza de acto de servicio». 
 
Anterior redactado del apartado 2 del artículo 47: 

 
2. Dará origen a pensión extraordinaria de jubilación o retiro la incapacidad permanente 
para el servido o inutilidad del personal comprendido en este capítulo, entendida esta 
incapacidad en los términos expuestos en la letra c) del número 2 del precedente artículo 
28, siempre que la misma se produzca, sea por accidente o enfermedad, en acto de servicio 
o como consecuencia del mismo. En caso de la enfermedad causante de la inutilidad, ésta 
deberá constar como adquirida directamente en acto de servicio o como consecuencia 
directa de la naturaleza del servicio desempeñado. En todo caso, dicho personal, en cuanto 
se incapacite o inutilice en acto de servicio o como consecuencia del mismo, será declarado 
jubilado o retirado. La jubilación o retiro se declarará por los organismos y Entidades 
mencionados en el precedente artículo 28, número 3, siendo de la competencia exclusiva 
de la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas y del Consejo 
Supremo de Justicia Militar la concesión o no de pensión extraordinaria 
 
 
11.- Se sustituye la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas 
por el Instituto Nacional de la Seguridad Social, en lo referente a suministro de 
información. 
 
Esto viene recogido en la Disposición final primera punto Once. 

 
Once. La disposición adicional duodécima queda redactada del siguiente modo:  
“Disposición adicional duodécima. Suministro de información.  
1. Los organismos competentes dependientes de los Ministerios de Inclusión, Seguridad 
Social y Migraciones, y de Hacienda o, en su caso, de las comunidades autónomas o de las 
diputaciones forales y ayuntamientos facilitarán, dentro de cada ejercicio anual, al Instituto 
Nacional de la Seguridad Social, a efectos de la gestión de las pensiones de Clases 
Pasivas y de otras prestaciones cuya gestión tienen encomendada en el ámbito de sus 
competencias, los datos que soliciten relativos a la situación laboral, los niveles de renta y 
demás ingresos de los titulares de prestaciones, así como de los beneficiarios cónyuges y 
otros miembros de las unidades familiares, siempre que deban tenerse en cuenta para el 
reconocimiento, mantenimiento o cuantía de dichas prestaciones a fin de verificar si 
aquellos cumplen en todo momento las condiciones necesarias para la percepción de las 
prestaciones y en la cuantía legalmente establecida.  
2. El organismo que designe el Ministerio de Justicia facilitará al Instituto Nacional de la 
Seguridad Social la información que solicite acerca de las inscripciones y datos obrantes en 
el mismo y que puedan guardar relación con el nacimiento, modificación, conservación o 
extinción del derecho a las prestaciones económicas cuya gestión tiene encomendada.  
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3. Todos los datos relativos a los solicitantes de prestaciones de su competencia que obren 
en poder del Instituto Nacional de la Seguridad Social, que hayan sido remitidos por otros 
organismos públicos mediante transmisión telemática o cuando aquellos se consoliden en 
los sistemas de información de Clases Pasivas, como consecuencia del acceso informático 
directo a las bases de datos corporativas de otros organismos, surtirán plenos efectos y 
tendrán la misma validez que si hubieran sido notificados por dichos organismos mediante 
certificación en soporte papel».  
 
Anterior redactado de la Disposición adicional duodécima. Suministro de 
información: 
 
Disposición adicional duodécima.  Suministro de información.  
1. Los organismos competentes dependientes de los Ministerios de Trabajo e Inmigración, y 
de Economía y Hacienda o, en su caso, de las Comunidades Autónomas o de las 
Diputaciones Forales y ayuntamientos facilitarán, dentro de cada ejercicio anual, a la 
Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas y a la Dirección General de 
Personal del Ministerio de Defensa, a efectos de la gestión de las pensiones de Clases 
Pasivas y de otras prestaciones cuya gestión tienen encomendada en el ámbito de sus 
competencias, los datos que soliciten relativos a la situación laboral, los niveles de renta y 
demás ingresos de los titulares de prestaciones, así como de los beneficiarios cónyuges y 
otros miembros de las unidades familiares, siempre que deban tenerse en cuenta para el 
reconocimiento, mantenimiento o cuantía de dichas prestaciones a fin de verificar si 
aquéllos cumplen en todo momento las condiciones necesarias para la percepción de las 
prestaciones y en la cuantía legalmente establecida.  
2. El organismo que designe el Ministerio de Justicia facilitará a las Direcciones Generales 
citadas en el apartado anterior la información que soliciten acerca de las inscripciones y 
datos obrantes en el mismo y que puedan guardar relación con el nacimiento, modificación, 
conservación o extinción del derecho a las prestaciones económicas cuya gestión tienen 
encomendada.  
3. Todos los datos relativos a los solicitantes de prestaciones de su competencia que obren 
en poder de la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas y de la 
Dirección General de Personal del Ministerio de Defensa, que hayan sido remitidos por 
otros organismos públicos mediante transmisión telemática o cuando aquéllos se 
consoliden en los sistemas de información de Clases Pasivas, como consecuencia del 
acceso informático directo a las bases de datos corporativas de otros organismos, surtirán 
plenos efectos y tendrán la misma validez que si hubieran sido notificados, por dichos 
organismos mediante certificación en soporte papel. 
 
 
12.- Se fija en cuatro años el plazo de prescripción para el reintegro de las 
prestaciones indebidamente percibidas o para exigir su devolución. 
 
Esto viene recogido en la Disposición final primera punto Doce. 
Doce. El apartado Dos de la disposición adicional decimoquinta queda redactado del 
siguiente modo:  
«Dos. El derecho de la Administración a solicitar el reintegro de las prestaciones 
indebidamente percibidas prescribirá a los cuatro años a partir de la fecha de su percepción 
o de aquella en que pudo ejercitarse la acción para exigir su devolución, con independencia 
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de la causa que originó la percepción indebida. Para el cumplimiento de las obligaciones 
económicas establecidas en el Régimen de Clases Pasivas del Estado, el plazo de 
prescripción será, asimismo, de cuatro años».  
 
La anterior redacción de este apartado es el siguiente: 
 
Dos. El derecho de la Administración a solicitar el reintegro de las prestaciones del Régimen 
de Clases Pasivas indebidamente percibidas, cualquiera que sea su legislación reguladora, 
así como de las prestaciones causadas al amparo de la legislación especial de guerra, y, en 
general, de cualesquiera otras prestaciones abonadas con cargo a los créditos de la 
Sección 07 del Presupuesto de Gastos del Estado, prescribirá a los cuatro años a partir de 
la fecha de su percepción o de aquélla en que pudo ejercitarse la acción para exigir su 
devolución, con independencia de la causa que originó la percepción indebida. Para el 
cumplimiento de las obligaciones económicas establecidas en el Régimen de Clases 
Pasivas del Estado, el plazo de prescripción será, asimismo, de cuatro años. 
 
 
13.- Se concede la potestad para el reconocimiento de el complemento de maternidad 
al Instituto Nacional de la Seguridad Social y para el abono a la Tesorería General de 
la Seguridad Social. 

 
Esto viene recogido en la Disposición final primera punto Trece. 

 
Trece. El apartado 2 de la disposición adicional decimoctava queda redactado del siguiente 
modo: «2. El complemento por maternidad se reconocerá por el Instituto Nacional de la 
Seguridad Social. No obstante, la competencia para el abono corresponderá en todo caso a 
la Tesorería General de la Seguridad Social. El complemento por maternidad en ningún 
caso formará parte de la pensión de jubilación o retiro a efectos de la determinación de la 
base reguladora en el reconocimiento de pensiones en favor de los familiares del personal 
comprendido en el ámbito de aplicación de este texto refundido». 
 
Anterior redacción de este apartado: 

 
2. El complemento por maternidad se reconocerá por la Dirección General de Costes de 
Personal y Pensiones Públicas del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas y 
por la Dirección General de Personal del Ministerio de Defensa en el ámbito de sus 
respectivas competencias. No obstante, la competencia para el abono corresponderá en 
todo caso a la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas del Ministerio 
de Hacienda y Administraciones Públicas. El complemento por maternidad en ningún caso 
formará parte de la pensión de jubilación o retiro a efectos de la determinación de la base 
reguladora en el reconocimiento de pensiones en favor de los familiares del personal 
comprendido en el ámbito de aplicación de este texto refundido. 
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CONCLUSIONES 
 
 
Si bien la actual modificación legislativa solo implica un cambio en el reconocimiento 
y la gestión de las pensiones, las modificaciones incluidas en este Real Decreto Ley 
parecen encaminadas a finalizar con cualquier atisbo de separación y de autonomía del 
régimen de clases pasivas del estado, de una manera completamente sorpresiva, sobre 
todo cuando este cambio no ha sido negociado con los representantes de los 
afectados y que en un ejercicio de grave cinismo se ha justificado, tal y como se recoge en 
el preámbulo, en que: 
 
“para llevar a cabo las modificaciones legales necesarias para la integración efectiva del 
Régimen de Clases Pasivas en el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones 
se ha visto radicalmente alterado por la crisis sanitaria provocada por el COVID-19 en la 
que se han centrado los esfuerzos de la acción del Gobierno en las últimas cinco semanas. 
En este sentido, es razonable considerar que esos cambios normativos no pueden ser 
aprobados mediante el procedimiento ordinario de tramitación parlamentaria, pues ello 
implicaría que, hasta la aprobación de tales reformas legislativas, la estructura organizativa 
derivada del Real Decreto 2/2020 no podría materializarse y, por lo tanto, los órganos 
competentes no podrían desarrollar las funciones que tienen atribuidas con arreglo al citado 
Real Decreto; circunstancia que generaría inseguridad jurídica e incertidumbre en una 
materia, las pensiones, particularmente sensible para el conjunto de la ciudadanía. 

Tal motivo justifica la extraordinaria y urgente necesidad de la situación y la conexión con 
ella de las medidas adoptadas” 
 
Máxime cuando en el mismo contenido del RDL, se contiene una Disposición adicional 
quinta en la que se reconoce la necesidad de una Asistencia jurídica especializada. 
Asistencia jurídica especializada que a fecha de hoy y con la actual normativa no resulta 
necesaria.  
 
Se expresa en esta DA 5ª: 
 
Como consecuencia de la asunción de la gestión del Régimen de Clases Pasivas del 
Estado por el Instituto Nacional de la Seguridad Social y la asunción de las funciones que a 
tal efecto se le atribuyen a la Dirección General de Ordenación de la Seguridad Social, 
resulta necesario que a esta Dirección General le preste asistencia jurídica el Servicio 
Jurídico de la Administración de la Seguridad Social. A tal efecto, la asistencia jurídica que 
deba prestarse a la Dirección General de Ordenación de la Seguridad Social por el Servicio 
Jurídico de la Administración de la Seguridad Social, comprenderá tanto el asesoramiento 
como la representación y defensa en juicio en materia de clases pasivas y otras 
prestaciones, así como la asistencia jurídica en aquellos asuntos que afecten a los intereses 
de las entidades gestoras y servicios comunes de la Seguridad Social en los términos que 
determine la Secretaría de Estado de la Seguridad Social y Pensiones. 
 
Es por ello por lo que entendemos que estas modificaciones, no negociadas con los 
representantes de los afectados, sólo pueden responder a una postura política 
intransigente y solamente encaminada a sesgar cualquier trato diferenciado como el 
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que históricamente se ha tenido con el Régimen de Clases pasivas, el cual ha sido 
beneficioso para el Estado y para los funcionarios incluidos en el mismo, ya que la gestión 
de las pensiones en sí, no significaría un grave problema, por el contrario la 
competencia para el reconocimiento de las mismas, vista la práctica cotidiana de la 
seguridad social en lo referente al reconocimiento de pensiones e incluso a estar 
sometidos a instrucciones internas restrictivas, puede llegar a ser perjudicial para los 
afectados. A ello debemos añadir que a partir de ahora todo lo referente a Clases 
Pasivas se verá en el foro del diálogo social, quedando CSIF al margen de cualquier 
negociación al respecto. 
 
A pesar de todo, lo único positivo de esta situación es que este RDL tiene que ser ratificado 
por el Congreso de Diputados para tener validez. 
 
Dicho en otras palabras, si prospera este Real Decreto Ley la gestión de las pensiones de 
clases pasivas, en su totalidad, pasa a estar a cargo del Instituto Nacional de la 
Seguridad Social y que el estado transferirá a la Seguridad Social los fondos necesarios 

para la financiación de estas pensiones de clases pasivas, de una forma inmediata se 
iniciarán los trámites para la adaptación de la gestión administrativa, contable, 
presupuestaria y financiera durante un breve periodo transitorio. 
 
Por otro lado, la competencia para el reconocimiento de nuestras pensiones 
corresponderá al Instituto Nacional de la Seguridad Social, que pasa a ser la entidad 

gestora competente para la realización de las funciones inherentes al reconocimiento de las 
obligaciones y propuesta de los pagos de todas las prestaciones de Clases Pasivas. El 
complemento por maternidad pasa a depender asimismo del Instituto Nacional de la 
Seguridad Social y de su Tesorería General. 
 
Entendemos que el contenido de este Real Decreto Ley es muy perjudicial para los 
funcionarios incluidos en el ámbito de aplicación del Régimen de Clases pasivas del 
Estado, que ha sido presentado de manera injustificada y no ha sido negociado con los 

representantes de los afectados. 
 
Entendemos que un cambio de tal envergadura, además de ser negociado, se debería 
hacer a través de la correspondiente modificación legislativa, con sus trámites 
parlamentarios, estudio, enmiendas votación, cómo sería exigible en un estado de 
derecho al no existir la urgencia y necesidad para ser incluido en un Decreto Ley. 

 
 

En Madrid a 22 de abril de 2020. 
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